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(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Eduardo Brenta. 


MIEMBROS: Señores Representantes José Luis Blasina, Javier Cha, Martín Fernández, Ana Laura Gadea, 
Jorge Patrone y Mónica Travieso. 


INVITADOS: Por la Asociación de Escribanos del Uruguay, escribano Juan Pablo Croce, Presidente; 
escribana Graciela Baldovino, integrante de la Comisión Directiva y escribano Jorge 
Machado, Coordinador de la Comisión de Derecho Cooperativo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Brenta).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


—La Comisión tiene el agrado de recibir a la representación de la Asociación de Escribanos del Uruguay, 
integrada por el escribano Juan Pablo Croce, Presidente, la escribana Graciela Baldovino, integrante de la 
Comisión Directiva y el escribano Jorge Machado, Coordinador del Instituto de Investigación y Técnica 
Notarial y Coordinador de la Comisión de Derecho Cooperativo. 


La semana pasada recibimos a integrantes de la Comisión Honoraria de Cooperativismo- que funciona en la 
órbita de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto-, con quienes en varias jornadas hemos ido analizando el 
proyecto que tenemos en consideración. Precisamente ellos sugirieron que delegados de la Asociación de 
Escribanos del Uruguay, y especialmente de la Comisión de Derecho Cooperativo, concurrieran a esta 
Comisión a los efectos de realizar una serie de aportes, en el entendido de que ustedes han trabajado sobre 
este proyecto y que, con seguridad, tienen consideraciones para realizar sobre el particular. Precisamente, en 
esta etapa la Comisión está recibiendo aportes con respecto al proyecto en consideración; por lo tanto, resulta 
importante escuchar sus opiniones. 


SEÑOR CROCE.- Agradecemos la invitación cursada por la Cámara de Representantes, y desde ya 
nos ponemos a las órdenes para trabajar junto a ustedes, tal como lo hemos hecho con otros proyectos 
de ley. 


Nuestra Asociación tiene una Comisión de Derecho Cooperativo, coordinada por el escribano Machado, en la 
que se ha estudiado este proyecto y en la que ha surgido una serie de consideraciones sobre la iniciativa. 


SEÑOR MACHADO.- En verdad es un gusto estar en este ámbito y también lo es el hecho de que se 
esté trabajando en este tema, porque es una vieja aspiración que tenemos todos quienes nos inclinamos 
por esta rama del derecho, ya que vemos en ella el futuro del mundo y no solo de nuestro país. 


Desde hace muchos años venimos procurando que exista una ley general en esta materia -creemos que es 
necesaria e imprescindible- y hemos manejado muchos proyectos con las federaciones y con las 
confederaciones, con las que estamos en contacto permanente. Inclusive, siempre hemos tenido delegados en 
CUDECOOP. En realidad, actualmente estamos sin delegado porque quien nos representaba fue nombrado 
Juez Letrado en Paysandú, por lo que tenemos que nombrar a otro. Muchos de los miembros de nuestra 
Comisión -no todos- pertenecen a federaciones de cooperativas -FECOVI, FUCVAM, etcétera-, que 
simultáneamente trabajan en los dos lados. De hecho, hemos pasado a ser un punto de encuentro donde 
muchas veces se intercambian opiniones. 


Más allá de lo emocional con respecto a lo que implica la promoción de las cooperativas está lo técnico: 
somos especialistas en derecho -en lo personal, en derecho civil- por lo que a veces tenemos un enfoque 
diverso con respecto a los textos, lo que no quiere decir que no compartamos la finalidad última, que nos es 
común, sobre la cual existe acuerdo generalizado en todo el país y no solo a nivel de la Comisión. 


Este proyecto de ley, que vi gestarse, fue armado con el mismo estilo utilizado por Narvaja en el Código 
Civil, trayendo artículos de aquí y allá que fueron amalgamándose. No es que este sistema sea malo, pero no 
es sencillo hacer que artículos que tienen distinta fuente puedan conciliarse para formar un único cuerpo 
normativo. Entiendo que más que una ley esto es un código de derecho cooperativo, que tiene una parte 
general y otra especial, que habla de las cooperativas en particular, de las modalidades de cooperativa, como 
decimos nosotros. 


Advierto que en este proyecto no existe la debida correspondencia entre una y otra parte; eso es algo en lo 
que tendrán que trabajar para mejorarlo. Hay conceptos que están en la parte general y luego se repiten en la 
particular, siendo innecesario; otros se contradicen, lo cual es muy grave. Si los conceptos se repiten, será de 
mala técnica legislativa, pero no perjudica, pero hay otros que entran en colisión o se contradicen. 


Con respecto a las cooperativas de producción o de trabajo asociado, me gustaría acudir en otra oportunidad 
con gente que trabaja con nosotros, especialista en derecho laboral; en particular la escribana Ramela está 
manejando dentro de la Comisión la incidencia del derecho laboral. 


En cuanto a la definición, se utiliza la de la Alianza Cooperativa Internacional, ACI, que es compartible desde 
el punto de vista emocional, teniendo en cuenta lo que siente la gente cuando forma una cooperativa y dice: 
"Nos juntamos para que en base al esfuerzo común, tengamos una empresa que es de todos". Pero desde el 
punto de vista del derecho, la propiedad de la empresa no la tienen los socios, sino la persona jurídica 
cooperativa. Por lo tanto, si queremos ser estrictos desde el punto de vista técnico, habría que modificar el 
texto para que quede claro que la propietaria de la empresa es la persona jurídica cooperativa y no los socios. 
Para ser claros, los socios son los dueños de la persona jurídica. Este detalle es importante porque en el 
desarrollo esas confusiones llevan a otras. 


En el numeral 7) del artículo 8”, igual que en los artículos 79 y 110, se recoge un principio cooperativo, que 
es el de no distribución de las reservas. No tendría que decir nada al respecto porque es un principio 
cooperativo. Que quede claro que no estoy negándolo. Me preocupan los casos reales que vemos en el 
escritorio. Cuando las personas quieren distribuir las utilidades de acuerdo con el trabajo que realizan o con 
los servicios que utilizan, uno les dice que lo mejor para llevar adelante eso es crear una cooperativa. Luego, 
cuando uno termina de explicar cómo funciona y que si hoy o mañana tienen la mala suerte de que les vaya 
mal, gran parte de ese patrimonio lo van a tener que ceder a título gratuito, desisten de crear la cooperativa y 
terminan formando una S.R.L. Esto no es lo que ellos querían, que era distribuir de acuerdo con el trabajo 
que realizaran. En la S.R.L. el patrimonio se distribuye de acuerdo con el capital aportado. 


Sería bueno que este tema fuera analizado porque es de conveniencia y de política legislativa. Estoy 
totalmente de acuerdo con el hecho de que, durante la vigencia de la cooperativa, si un socio renuncia o se 
retira por cualquier causa, no tenga derecho más que a su aporte social. Sin embargo, en caso de liquidación 
de la cooperativa, habría que rever esa situación para arrimar más gente al movimiento. 


El artículo 14, tomando la redacción de la Ley N* 16.156, dispone que la persona jurídica nace con la 
inscripción en el Registro. Si bien esto mejoró el sistema antiguo por el que había que hacer unos trámites 
interminables, ha traído algunos inconvenientes prácticos. En materia de cooperativas de vivienda, hay varias 
que han construido en terrenos que no les pertenecen, aunque los hayan pagado. 


El problema es el siguiente. Muchas veces las personas tienen el terreno en vista, en la asamblea constituyen 
la cooperativa y al otro día lo compran. Esa escritura es absolutamente nula porque no compran a nombre de 
ellos para después pasar a la cooperativa, sino que compran invocando la representación de una persona 
jurídica que no existe. Como la invocación en la representación se hizo dirigida a una persona que no existe, 
el negocio es inexistente. Por lo tanto, esa compraventa no existió. Luego no se puede solucionar; no tiene 
solución. Hay cooperativas que están en esa situación. 


Hace aproximadamente una semana, de un banco me pasaron una carpeta en consulta porque los 
profesionales del banco no podían resolver la situación -este tipo de casos se han presentado como consulta 
en la Asociación de Escribanos del Uruguay infinidad de veces-, y lamentablemente, la respuesta de la 
Comisión de Derecho Civil fue que la cooperativa no era dueña y que el terreno seguía siendo propiedad de 
los vendedores. Si los vendedores son de buena fe, están todos vivos y no se divorciaron, se puede lograr 
reotorgar esa compraventa y solucionar el caso. Pero otras veces, cuando la cooperativa se entera de esto, los 
vendedores fallecieron. Tengan en cuenta que no todas las cooperativas tienen el óptimo asesoramiento desde 
el principio. 


Para esto propongo que se adopte el mismo régimen que en la Ley de Sociedades Comerciales, que en su 
artículo 2” prevé que la cooperativa es persona jurídica desde el acto constitutivo. Luego, por el artículo 21 
hace cesar la responsabilidad solidaria de los fundadores una vez que terminan el trámite de inscripción. 
Sería un mejor sistema y un progreso. 


El artículo 15 de este proyecto establece una mejora con respecto a la situación actual. El segundo 

inciso establece: "Una vez inscripta la cooperativa, dichos actos podrán ser convalidados si la misma los 
ratifica". La intención es buena y deben haber pensado en este problema que planteé, pero no olviden que la 
ratificación surte efecto a partir del momento en que se hace. Imaginen la situación de una persona que vende 
un terreno y que está libre de impedimentos -no está embargado-, pero en el ínterin entre el acto de la 
compraventa y el momento en que la cooperativa ratifica, a este señor le caen embargos que van a afectar el 
terreno. Como la cooperativa adquirió un inmueble embargado, deberá sacar el dinero de su patrimonio para 
levantar los embargos, lo que constituye la única solución posible. 


Si resuelven no cambiar el sistema de nacimiento de la persona jurídica, pueden hacer que esta ratificación 
del artículo 15 surta efecto a partir de la fecha en que otorgó el acto, pero lo tendría que decir a texto expreso. 
Esta es una decisión que tendrán que tomar en su momento. 


El artículo 17 habla de la reforma de estatuto. Si se cambiara lo otro, también habría que cambiar en esto: que 
la reforma de estatutos surtiera efecto a partir del momento en que la asamblea lo aprobó. Habría que 
establecer que la inscripción implicaría un requisito de oponibilidad frente a los terceros. O sea que el 
estatuto aprobado entre en vigencia para la cooperativa, pero frente a los terceros que no sea oponible, es 
decir, como si no se hubiese reformado -eso quiere decir oponible- hasta el momento en que se procedió a 
inscribirlo. Esto no es de relevancia, pero a veces en las cooperativas hay urgencias que no admiten esperar 
que se inscriba en el Registro. Creo que esta medida podría ayudar a la practicidad. 


El artículo 20 refiere al ingreso a la cooperativa. Yo agregaría que la cooperativa estuviera obligada a otorgar 
una constancia que acredite la calidad de socio: de ingreso si este se produce en el acto constitutivo; si es 
posterior habría que hacer un contrato de ingreso o un contrato de suscripción de partes sociales. El hecho es 
que el socio tenga un comprobante -considero que sería bueno que se inscribiera en el Registro que esta ley 
está creando- para que el socio sepa con certeza cuál es la fecha de su ingreso. 


Existen muchos problemas para determinar si una participación social es propia o ganancial cuando el socio 
está casado bajo el régimen legal de bienes. En caso de sucesiones y de divorcios esto trae tremendos 
inconvenientes. A veces queda anotado en un acta que está llena de polvo en un sótano o que se perdió. Sería 
muy importante que quedara fijado en un documento que, además, le va a asegurar al socio que podrá probar 
su calidad de integrante de la cooperativa; porque si bien la regla es la buena fe, también existe la mala fe. 


El artículo 21 refiere a la responsabilidad. Plantea la posibilidad de que exista -ya estaba previsto en otra ley- 
responsabilidad limitada o responsabilidad suplementada, o sea, se responde por el aporte realizado y hasta 
tantas veces más. Yo soy partidario de que sea por el aporte efectivamente realizado y no por el suscrito, 
porque las cooperativas tienen un capital variable, el suscrito a veces es muy elevado y suplementar sobre 
dicho capital implicaría prácticamente dejar a los socios en una situación de responsabilidad ilimitada. La ley 
prevé que se puede, por resolución de asamblea por mayoría calificada, pasar de la responsabilidad limitada a 
la suplementada. No obstante, el proyecto dice que no se puede hacer a la inversa y entiendo que no tiene por 
qué prohibirse. Está claro que si se permite habría que determinar que dicha disminución de responsabilidad 
no será oponible frente a los terceros que hayan contratado con la cooperativa con anterioridad a la fecha de 
la modificación. Fuera de eso se pueden dar situaciones en las cuales la cooperativa realmente necesite 
disminuir su responsabilidad y el tercero que va a contratar sabe bien hasta dónde responde la cooperativa. 


El artículo 24 hace referencia a la pérdida de la calidad de socio y esto tiene mucha importancia en relación a 
las cooperativas de vivienda. En el literal A) dice: "Fin de la existencia de la persona física o jurídica". De la 
persona física, sin duda, porque no tiene herederos. Sin embargo, hay varios tipos cooperativos que admiten 
que la participación social se trasmita por sucesión a los herederos y cuando es ganancial, por el solo hecho 
de disolverse el matrimonio, la mitad es para el cónyuge. Creo que en el literal A) habría que agregar esa 
salvedad, o sea, poner: "sin perjuicio de la posibilidad de que se trasmita a los herederos", para hacer la 
excepción, si no parece que se le terminara ahí, pero las leyes hasta ahora siempre han marcado esta 
distinción. 


En este mismo artículo estaría faltando un inciso que hiciera referencia a la disolución de la sociedad, que es 
otra de las causales por las que se termina. 


La cesión de participación social no se prevé en este proyecto pero sí en las leyes anteriores. La cesión de 
participación social hoy está permitida en las cooperativas de producción a texto expreso y está prohibido en 
las cooperativas agrarias. Por lo tanto, creo que hay que establecerla en este proyecto y luego si se decide 
mantener el régimen de las cooperativas agrarias, establecerlo como norma excepcional en el capítulo 
respectivo. En el caso de las cooperativas de vivienda hay una gran discusión. Las cooperativas de viviendas 
de propietarios admiten la cesión sin dificultad, es un negocio típico de todos los días. El resto de las 
cooperativas está dividido en tres sectores. Están quienes entienden que se puede hacer y lo hacen, sobre todo 
en las cooperativas chicas como, por ejemplo, los edificios de veinte apartamentos, que no pueden aceptar 
que un socio renuncie porque no tienen con qué hacer el reembolso del capital aportado; entonces, prefieren 
permitir la cesión, pero esta obviamente tiene que pasar por la autorización de la cooperativa. 


También están quienes entienden que no se puede ceder, sobre todo la gente que está afiliada a FUCVAM. Yo 
trabajo en muchas cooperativas en las que los socios entienden que no se puede ceder y lo he dejado 
establecido en los estatutos. Por último están las cooperativas en las cuales si bien se entiende que no se 
puede ceder, igual quieren hacerlo y hacen contratos simulados. El socio renuncia, el socio nuevo ingresa y le 
paga el precio al socio que se fue, si esto no es cesión, entonces, ¿qué es? Creo que se debe permitir la cesión 
y dejar que la cooperativa lo pueda prohibir en el estatuto o mediante una resolución de asamblea. Entonces, 
cada cooperativa toma su propia decisión. Me parece que tenemos que dar libertad a la gente para que tome 
su propia decisión. En caso en que se permita la cesión, el hecho de que la cooperativa la consienta será un 
requisito de eficacia de la tradición. 


También la cooperativa tiene que tener el derecho de marcar las pautas o los lineamientos en base a los cuales 
se va a hacer. Por ejemplo, aceptar al socio que va a ingresar en lugar del saliente, las condiciones y el 
derecho a hacer el descuento que se suele realizar cuando un socio se va; es importante que esto no quede 
afuera. Entregué a la Comisión una posible redacción del artículo para que sea tenida en cuenta, la que 
contiene todos los elementos planteados; de cualquier manera no quiere decir que tenga que estar redactado 
de esa forma. 


El problema que encuentro es que en la ley hay artículos que repiten lo mismo varias veces. 


Con respecto al reintegro de las partes sociales, que se establece en el artículo 27, yo sería partidario de que 
se topeara y voy a explicar por qué. Las cooperativas no siempre tienen ganancias y las partes sociales 
muchas veces tienen un valor nominal que puede ser superior, sobre todo cuando el valor nominal está sujeto 
a mecanismos de mantenimiento de valor, como puede ser la UR. Puede suceder que esa parte social tenga un 
valor nominal superior al valor que tiene. 


Con respecto a las cooperativas de vivienda, su capital es la vivienda, que cada día es más vieja y vale menos 
por más que se refaccione. Con respecto a la vivienda hay errores en el texto -después los vamos a 
mencionar- que refieren a los aportes del socio, distinguiéndolos de lo que aporta por concepto de intereses, 
lo que no podemos compartir. 


Como decía, propongo un tope, es decir que el socio tenga derecho a retirar el valor de sus partes sociales 
pero con un tope. ¿Cuál es ese tope? El valor de tasación de esas partes sociales, que tiene que fijarse por la 
Asamblea Ordinaria todos los años al empezar el Ejercicio. Si el valor nominal de las partes sociales es 
inferior, se lleva a eso, pero si es superior al valor venal habría que reducirlo, porque si no, llevamos a la 
cooperativa a un estado de insolvencia. Esta preocupación no es solo mía y por eso hacemos la propuesta de 
no capitalizar interés. Todo lo que sea tasas, medidas de mantenimiento de valor o Unidades Reajustables 
jamás van a acompañar exactamente las contingencias que se producen dentro de la cooperativa y en sus 
operaciones, sean del tipo que sean. Por lo tanto, esto es importante; que pierda el socio a beneficio de la 
cooperativa está bien, porque tenemos que tratar de que la cooperativa subsista y que sea estable, pero no 
podemos permitir que pierda en beneficio del socio. 


El artículo 35 hace referencia a la asamblea de delegados y entiendo que está muy bien y lo comparto. 
Observé el texto diciendo que falta la palabra estatuto. En la versión que yo tenía aparecía la palabra "el" -sin 
tilde- y en este texto al agregar el tilde quisieron sustituir con esta expresión la palabra estatuto. Tendrían que 
haber puesto la palabra "este" porque no se trata de una persona; igual todos entendemos el texto, aunque 
podríamos dejar la palabra "el" como estaba en la versión original, y repetir la palabra "estatuto". 


Yo redacté la Ley N* 17.292 -creo que es la segunda ley de urgencia- y este Cuerpo me hizo el honor de 
aprobar ese texto. Quiero referirme a su artículo 47 que tiene que ver con la fusión de cooperativas de 
vivienda. En el último inciso yo puse: "Esta se elegirá por voto secreto y tendrá las mismas facultades que la 
asamblea general con excepción de las que impliquen (...)" y a continuación agregué las siguientes 
limitaciones: resolver la disolución, escisión -que no está prevista en el proyecto; es cuando la cooperativa se 
divide en dos- o fusión. Esta ley también prevé la incorporación -y quizás habría que agregarlo- que es lo que 
tradicionalmente nosotros llamamos absorción de la cooperativa o la reforma de sus estatutos. Tampoco está 
en el texto el cambio de tipo de responsabilidad -y podría agregarse- y todas aquellas limitaciones que 
imponga el estatuto. Las resoluciones reservadas exclusivamente a la asamblea general podrán aprobarse por 
acto eleccionario. Aproveché este texto que ya existía y además habría que agregar otras excepciones que 
ustedes van a considerar por su trascendencia. En la asamblea general de una cooperativa grande va a ser 
muy dificultoso tratar, por ejemplo, una asociación para hacer un negocio concreto con otra empresa, o si 
quieren tomar una decisión que merezca urgencia. Ese tipo de decisiones deben ser tomadas por un cuerpo 
colegiado con un número que tenga cierta agilidad. Esto no implica que siempre se vaya a sustituir a la 
asamblea general en esta función, sino que es para aquellos casos en los que el estatuto lo prevea; es lo que la 
ley nueva llama asamblea de delegados. En el artículo 47 de la ley yo lo denominé "asamblea representativa", 
pero el nombre no hace a la cosa. 


En el artículo 37 hay un inciso que refiere a la representación de los socios. Estos pueden ser representados 
por otro socio o por un miembro de su núcleo familiar, entendiéndose el núcleo familiar en sentido amplio, es 
decir no solo a la familia, sino también a aquellos que conviven bajo un mismo techo. Entiendo que no es 
bueno limitar porque puede haber personas que sean solas y que un día estén con gripe y así le sacamos la 
posibilidad de que asista, al menos representado, a la asamblea de la cooperativa. Inclusive pueden no tener 
una amistad o la confianza con otro socio como para enviarlo a que lo represente. Entiendo que ese derecho 
no tiene que estar limitado. Sí comparto el inciso siguiente en el sentido de que el representante no puede 
representar a más de un socio, lo que daría lugar a que pueda comprar poderes y decidir en la asamblea. O 
sea que ese inciso está muy bien y felicito al que lo hizo. 


El artículo 38 establece las competencias exclusivas de la Asamblea General, sin perjuicio de otros asuntos 
que esta ley o el estatuto le reserven. En el numeral 9) se establece la de decidir sobre la asociación con 
personas de distinta naturaleza jurídica, públicas o privadas. Aquí no se tomó en cuenta la asociación con 
otras cooperativas, lo que sí aparece en el artículo 94 y es correcto, porque asociarse con otra cooperativa no 
implica fusión; son dos cosas distintas. Bien se pueden asociar para hacer un negocio concreto. Aunque en el 
artículo 94 se establece esta posibilidad, como aquí no aparece da la impresión de que no hay acuerdo. En el 
numeral 10) faltaría la escisión. 


El artículo 72 se refiere al socio colaborador y no tiene nada que ver con aquella persona que integra capital, 
aspecto que se prevé un poco antes en la ley. Este socio tiene derechos políticos limitados en cuanto al 
porcentaje que pueda representar dentro de la asamblea. Pero el artículo no dice nada en cuanto a si tiene 
beneficios o no. Creo que es un tema que hay que aclarar; si ese socio se va a hacer socio por un acto de 
liberalidad, va a ser un simple colaborador, como lo dice la palabra. Va a invertir en la cooperativa porque 
quiere ayudarnos, y va a ir a la asamblea para vigilar si cumplen con su ayuda, o si lo que se quiso es que 
tuviera derecho a retirar de las utilidades algún interés o ganancia, eso también es lógico. Este tipo de socio 
no va a participar en la actividad de la cooperativa. Por el principio de participación económica, si yo no 
tengo actividad en la cooperativa no tengo derecho a llevarme nada de las utilidades; voy a poder llevarme 
algo de las utilidades en la medida en que realice operaciones con la cooperativa. Si es una cooperativa de 
trabajadores, voy a llevarme las utilidades fruto de mi trabajo, y si se distribuyen más utilidades se va a hacer 
también en proporción al trabajo que yo realice. Va a haber un prorrateo entre el trabajo que realicen todos 
los socios y con el mismo criterio se van a distribuir esas utilidades. Este socio que no participa en las 
actividades de la cooperativa no tendría nunca derecho a retirar utilidades. Por lo tanto, creo que acá -salvo 
que los autores me corrijan y me indiquen que está en alguna parte; en la Comisión no lo pudimos encontrar- 
parecería que el socio simplemente se hace socio, participa en la actividad política de la cooperativa pero no 
tiene derecho a retirar nada. 


SEÑOR PATRONE.- Quiero hacer una consulta con relación al artículo 38 que tiene que ver con las 


competencias de la asamblea general, porque hemos recibido la opinión -al menos de asesores en el 
rubro cooperativo- de que el numeral 9 es un elemento que tornaría dificultosa la decisión del Consejo 
Directivo en la asamblea general de una cooperativa para actuar con cierta celeridad. Me estoy 
refiriendo a la decisión sobre la asociación con personas de distinta naturaleza jurídica, públicas o 
privadas. En su intervención, el escribano Machado nos planteaba que no se estaba incluyendo el caso 
de la asociación con otras formas cooperativas. La pregunta que quiero hacer es sobre la eliminación, 
como se nos ha solicitado, de este numeral relativo a las competencias de la asamblea general. ¿Qué 
pasaría si no las incluimos dentro de las competencias del Consejo Directivo? Si este numeral no 
figurara en la ley, ¿quién tendría responsabilidades y qué tipo de decisiones podría tomar un Consejo 
Directivo? 


SEÑOR MACHADO.- A los operadores jurídicos nos gusta discutir todo; a veces esa discusión es útil y 
a veces inútil, pero de hecho existe. Y a los que somos docentes nos gusta más, somos un peligro para 
ustedes, porque ustedes hacen una cosa y nosotros terminamos diciendo que hicieron otra. Por lo tanto, 
les aconsejo para esto y para todo que sean lo más claros posible, para no darnos la oportunidad de 
que interpretemos las cosas de forma diversa. 


Con respecto a este caso puntual, cuando me referí justamente a la posibilidad de crear una asamblea de 
delegados -creo que así la llama el proyecto de ley- y propongo el segundo inciso es para que esa asamblea 
de delegados, que es mucho más pequeña y más ágil, pueda tomar a su cargo este tipo de decisiones. No me 
opongo a que tome a su cargo al Consejo Directivo, pero puede haber situaciones donde exista muy poco 
control. Una asociación con otra persona jurídica puede darse simplemente para vender unas toneladas de 
papas, pero puede ser una asociación con carácter permanente que ponga en juego el patrimonio de la 
cooperativa, porque la cooperativa al asociarse va a ser responsable junto con el o los socios. Por lo tanto, no 
aconsejaría dejarle eso al Consejo Directivo, pero comparto lo que el señor Diputado dice en cuanto a que 


dejarlo en una asamblea -que por lo pronto tenemos que hacerla en el Estadio Centenario- va a hacer que 
nunca haya una asociación, porque eso es imposible. Por eso es necesario prever que exista esa asamblea de 
delegados con un número menor, en la que se puedan reunir cuarenta, cuarenta y cinco personas -cada 
cooperativa lo resolverá-, y que esas personas en representación de todos los socios resuelvan estos casos 
que, si bien necesitan agilidad para ser resueltos, tienen que ofrecer cierta seguridad en garantía de la masa 
social. 


SEÑOR PATRONE.- Acerca de ese mismo artículo también se nos decía que el numeral 7 era una 
especie de traba para la gestión. A mi entender, creo que esa respuesta está comprendida en la que 
usted dijo anteriormente, pero eso no lo decido yo. 


SEÑOR MACHADO.- Obviamente, los fundamentos son los mismos. Cualquiera de ustedes -algunos 
me conocen pero otros lo hacen hoy- no dejarían en mis manos el hecho de que yo pudiera 
endeudarlos, preferirían estar controlando, como un país que tiene un Poder Legislativo para controlar 
que se porte bien nuestro Presidente. En una cooperativa pasa lo mismo. Obviamente, esta solución 
intermedia que yo propongo puede ser viable, porque tampoco puede pasar que se tome una decisión 
de hacer una emisión y lleve tres o cuatro años, porque no se logra reunir a la asamblea. De repente a 
esa altura el capital de refresco que necesitaba la empresa cooperativa está llegando tarde, y cuando las 
cosas llegan tarde no sirven. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una consulta sobre la cesión de las partes sociales. Usted nos 
sugería la posibilidad de habilitarlo en forma general y prohibirlo en algunos casos particulares. 


SEÑOR MACHADO.- Sinceramente, nunca me expliqué el por qué de la prohibición en las 
cooperativas agrarias. Obviamente, la calidad de socio en una cooperativa es personalísima; de esto no 
tengo dudas. Pero no hablo de permitir la cesión como se cede cualquier otro tipo de derechos, sino con 
un consentimiento previo del Consejo Directivo: si este no está de acuerdo con respecto al socio que va 
a ingresar, porque no reúne la calidad necesaria para hacerlo, no le autoriza la cesión. Entonces, por 
más que la cesión sea suscrita ante escribano público y con todas las solemnidades del derecho, como 
no tiene el consentimiento del Consejo Directivo -que yo propongo como requisito de eficacia-, no tiene 


la eficacia que, por supuesto, se da en la tradición, porque los derechos no se trasmiten entre nosotros 
por contrato, sino por el modo. 


Por eso me interesa la eficacia en el momento en que se trasmite la calidad de socio, que es en el modo, en la 
tradición. Entonces, como decía, si la cooperativa dice que no, aunque sea porque el cesionario le cayó 
antipático, ese cambio no se va a producir. De manera que no veo razón para que la ley prohiba la cesión. 


Ahora bien, hablo de las cooperativas con carácter general. Yo tengo amistad con la gente de FUCVAM; 
trabajo con muchos de ellos y sé que no están de acuerdo en que se ceda. Y tienen razón en lo que refiere a 
las cooperativas grandes, porque eso no tiene sentido, ya que una cooperativa que tiene ciento cincuenta 
socios, bien puede darse el lujo de aceptar una renuncia y tiene una reserva para poder realizar el reembolso. 
Pero en una cooperativa de vivienda que tiene quince socios, eso no se puede hacer, porque no están en 
condiciones, por lo que de pronto tendrían que terminar hipotecando el edificio. Estoy hablando de 
cooperativas de usuarios, que son las mías, pero no tengo nada contra las de propietarios: inclusive, soy 
especialista en propiedad horizontal. 


En las cooperativas de producción y en las agrarias sucede lo mismo. Yo no veo ningún inconveniente en este 
sentido, porque va a haber un contralor de esa cesión por parte de la cooperativa. No se trata de una cesión 
que se hace en un escritorio profesional y que luego se comunica por una notificación. Lo normal es que 
cuando se produzcan ese tipo de cesiones, los escribanos hagamos comparecer al Presidente y al Secretario 
de la cooperativa en el mismo acto para que firmen el consentimiento. Lo que le evitamos a la cooperativa es 
tener que pagar un reembolso que le va a disminuir su patrimonio. 


Quien se va de una cooperativa de vivienda, necesita el dinero de su aporte para poder invertir en otra 
vivienda, en otra cooperativa u otro lugar; entonces, no es justo que tenga que esperar cuatro años para que se 
lo devuelvan. De manera que la cesión le permitiría hacerse del dinero inmediatamente, sin mover el estado 
contable de la cooperativa. 


En definitiva, mi propuesta es que la resolución quede en manos de cada una de las cooperativas y no solo en 
el estatuto, sino que voy más allá: que una asamblea general pueda resolver, y no permitir la cesión. Yo creo 
que hay que respetar las opiniones de los compañeros de las cooperativas que no estén de acuerdo, pero 
también la de los compañeros de otras cooperativas que sí están de acuerdo con que se haga. Por ejemplo, en 
las cooperativas de taxímetros, las cesiones son algo de todos los días y no hay inconvenientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si hubiera una disposición que genéricamente permitiera la cesión -el 
escribano Machado hacía referencia a que eso no está habilitado en las cooperativas agrarias-, más allá 
de la prohibición en particular, ¿esa norma general no la habilitaría? 


SEÑOR MACHADO.- En Derecho existen normas generales y particulares, pero además hay normas 
de cesión, que son aquellas que ante un principio general fijado en la ley, establecen una prohibición en 
concreto; en este caso para las cooperativas agrarias. No sería, pues, una norma que contradice a otra, 
sino una norma de cesión, que diría algo así como: "En las cooperativas agrarias, no podrá cederse". 
Todo nuestro Derecho está plagado de este tipo de normas, por lo tanto, no debe preocupar desde el 
punto de vista técnico. 


Además, reitero que no veo impedimento en que en las cooperativas agrarias se siga el principio general. 
SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Conoce cuál es el fundamento por el cual se estableció esto? 


SEÑOR MACHADO.- No conozco el fundamento que tuvo el legislador de aquella época; lo he 
buscado leyendo la discusión parlamentaria, pero no lo pude encontrar. 


SEÑOR PATRONE.- Continuando con los temas generales, en lo que tiene que ver con el Capítulo HL, 
relativo a los socios, en el artículo 19 se propone incorporar a los habilitados por matrimonio. Ahora 
bien, hoy en nuestra sociedad hay una situación muy particular y predominan los divorcios, el 
concubinato, la convivencia, etcétera. Entonces, ¿qué pasaría si incorporamos el matrimonio, pero no 
reconocemos ninguna de las otras formas de convivencia en común? Inclusive, actualmente se está 
trabajando a nivel parlamentario sobre estas temáticas. 


SEÑOR MACHADO.-- Estoy al tanto de ello y comparto el esfuerzo que se está haciendo en tal sentido, 
porque debemos conocer la realidad para mejorarla. 


Este artículo dice que los mayores de edad pueden ser miembros. Yo hablé de la habilitación por matrimonio, 
por la que se actúa igual que si se tratara de un mayor de edad, salvo algunas limitaciones que establece el 
artículo 310 del Código Civil. Entonces, en sentido práctico, el habilitado por matrimonio es un mayor de 
edad. Pensemos por ejemplo en una pareja joven, compuesta por menores de 18 años: si ya tuvieron la 
capacidad para formar una familia, aunque no hayan pasado por el Registro de Estado Civil -de hecho, pasar 
por ese registro es lo más fácil; mantener el hogar y educar a los hijos es lo difícil- tendrían que ser tratados 
como mayores de edad y no solo en lo que tiene que ver con el derecho cooperativo. Esto sería algo mucho 
más ambicioso, que yo comparto totalmente. 


En el Código Civil hay algo sobre peculio profesional; de repente podríamos rever que fuera socio con 
respecto a su peculio profesional, pero es difícil probarlo. De pronto, podría funcionar con alguna 
modificación legal; yo estoy dispuesto a pensarlo, porque adelanto que me gustó la idea. 


SEÑORA TRAVIESO.- No recuerdo el artículo, pero me gustaría saber qué criterios podríamos 
utilizar cuando el socio no puede estar presente, ni ser representado por los familiares con los que 
convive. ¿Qué criterios se usarían para esa representación? Se hablaba de no ser tan cerrados o de no 
enmarcar tanto una situación en la que, de pronto, el socio no puede participar, ni tampoco puede 
hacerlo su familia. Pero no me quedó claro quién podría hacer la representación. 


SEÑOR MACHADO.- Yo soy partidario de aplicar las normas generales en materia de apoderamiento. 
Yo soy libre de dar un poder a cualquier persona, inclusive para que venda todos mis bienes. No soy 
partidario de que en un acto eleccionario se permita la actuación mediante representante, ya sea 


integrante del núcleo familiar u otro socio -en ese caso mucho menos-, especialmente cuando tiene 
carácter secreto. En las asambleas siempre se aceptó que las personas pudieran mandar a un 
integrante del grupo familiar o dar poder a otro socio; inclusive, hay estatutos que prevén que se pueda 
representar a tres o cuatro socios. Soy partidario de lo que se establece en el proyecto y de que se pueda 
representar solamente a uno. Pero si tengo un amigo de confianza, que no integra mi núcleo familiar ni 
es socio de la cooperativa, y quiero que me represente en la asamblea, no veo impedimento. Eso no lo 
limitaría; como mucho, lo dejaría como opción en casos justificados. No veo la razón de la limitación. 


Distinto es lo que se ha previsto en las últimas modificaciones que se hicieron a la ley con respecto a la 
participación de los integrantes del núcleo familiar en cargos electivos de las cooperativas de vivienda. Ese es 
otro tipo de representación. Un socio de la cooperativa da representación a una hija, a un hijo, a su señora 
para que vaya y asuma la Presidencia. Me parece que ese es un avance muy grande que tenemos que 
mantener. Este caso es distinto al anterior porque va a asumir un cargo electivo en la cooperativa. En cambio, 
un representante va a la asamblea a hablar y a votar por el socio y tiene que ser una persona en la que el socio 
confíe. En la mayoría de las cooperativas todos los socios tienen a algún integrante del núcleo familiar a 
quien recurrir; inclusive, la mayoría de los amigos son socios de la misma cooperativa. En ese caso perdido 
en que el socio no tiene una persona de confianza que reúna esos requisitos, se le impediría participar de la 
asamblea y hacer uso de un derecho; participar de la asamblea es un derecho que, indirectamente, estaríamos 
cercenando. De cualquier manera, no otorgo a este artículo mayor trascendencia; si se aprueba tal como está, 
no voy a publicar nada criticándolo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber qué opinión les merece la propuesta de creación del 
Consejo Superior del Cooperativismo como organismo de contralor. 


SEÑOR MACHADO.- Me parece excelente porque las cooperativas hoy en día no tienen contralor. El 
Ministerio de Economía y Finanzas no cuenta con el personal necesario. Además, tiene de bueno que 
las cooperativas estarán controladas por personas especializadas. No tengo certeza en cuánto al ámbito 
en que este organismo de contralor debería estar; creo que el proyecto propone la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto. Como las cooperativas pueden responder a distintos Ministerios, no es un 
asunto de fácil resolución. De cualquier manera, me parece una buena cosa. No había expresado nada 
al respecto porque lo comparto, aunque todo es perfectible. 


En derecho comparado hay mecanismos de contralor desde que son personas públicas no estatales, que es 
otra opción. A su vez, esa persona jurídica tendría que tener un contralor por parte del Estado. Quizás se 
pueda reducir el trabajo del Estado, pero el contralor del Estado no lo podemos abandonar porque puede tener 
consecuencias negativas. 


A continuación voy a hacer referencia a las cooperativas de vivienda y con el primer artículo, el 134, ya me 
peleo. El artículo 134 prevé que a las cooperativas de vivienda se les va a aplicar la Ley N* 13.728 -por la 
que actualmente están reguladas-, sus modificativas y la presente ley. Entiendo que esta es una situación 
bastante difícil de solucionar. En los artículos que dicen lo mismo -la mayoría de los artículos que se 
incorporaron a este proyecto provienen de la Ley N* 13.728-, no tiene mayor relevancia más que quedar 
desprolijo. El problema se presenta en aquellos artículos que se cambiaron, porque al día de aprobación de 
este texto se da vigencia a lo que dice la vieja ley. Entonces, no me funcionaría el mecanismo de la 
derogación tácita. Cuando tengo dos textos opuestos, ¿cuál aplico? Como operador jurídico me volvería loco. 


Por ejemplo, la Ley de Prenda prevé que se apliquen las normas sobre prenda del Código Civil. Pero dice "en 
todo aquello que no se oponga a lo dispuesto en la presente ley". Si se concluyera el artículo con esta frase, 
no tendría oposición porque se estaría dando prioridad a lo establecido en la presente ley, y si quedara algún 
vacío, se aplicaría la otra. La otra opción sería eliminar el artículo. De esta manera, la ley seguiría vigente y 
habría derogación tácita con respecto a aquellos artículos que se opongan a lo dispuesto en esta nueva norma. 


El artículo 207 deroga todos los artículos de la ley que hacen referencia a las cooperativas de vivienda. No 
comprendo la intención de los autores. 


Es decir que en el artículo 134 habría que agregar la frase "en todo lo que no se oponga a la presente ley". La 
otra opción es eliminar el artículo y para aquello que se oponga a la presente ley va a operar la derogación 


tácita. La norma más nueva deroga a la más vieja en todo aquello que sea incompatible. Es un principio 
general en materia de derogación. Esto sería lo más prudente. Si se prefiere dejar el artículo, habría que hacer 
ese agregado, como tiene el artículo 1” de la Ley de Prenda. 


SEÑOR PATRONE.- En el artículo 207, se plantea la derogación de los artículos 130 a 176 de la Ley 
N” 13.728. 


SEÑOR MACHADO.- Son todos los que refieren a cooperativas. Podemos utilizar para las 
cooperativas algo de la parte inicial, donde se habla de las categorías L, Il y II de las viviendas, que se 
utilizan como auxiliares. Las normas de cooperativas son precisamente esas. 


Hay contradicciones por todos lados; por un lado digo que se rigen por la ley y después la derogo. Y aunque 
no la derogue, dejo vigente, con un mismo rango, a las normas que pueden ser iguales y no sucede nada. El 
problema está en las normas que pueden ser opuestas. En ese caso, el operador jurídico no va a saber cuál 
interpretar. El derecho es lógica. No habrá una norma más nueva que la otra, porque a la vieja ley de 1968 le 
estoy poniendo la fecha del día que se apruebe esta. 


Hay un tema que está en varios artículos, entre ellos en el 138, que refiere a lo que dije al principio en cuanto 
a topear el valor del reintegro, el valor de las partes sociales, al momento del egreso del socio. No refiere 
directamente a ello sino a una solución que en doctrina dio un colega con respecto a ese problema que se está 
dando cuando la cooperativa tiene que devolver al socio una cifra mayor al valor que realmente tiene su 
participación social. Esto es por respetar el principio de devolver el valor nominal reajustado en unidades 
reajustables. Inclusive, algunas cooperativas siguen capitalizando por aquella vieja tablita del Banco 
Hipotecario que era simplemente para el momento en que está el depósito en el banco, pero la cooperativa lo 
siguió haciendo después y el valor de las partes sociales terminó siendo tan alto que, aunque se vendan la 
totalidad de las propiedades de la cooperativa no alcanza para pagar todas las partes sociales. 


Esta preocupación existe porque, obviamente, las viviendas son más viejas y pierden valor, aunque la gente 
trabaja para mantenerlas. Hay una comisión de mantenimiento que trata de tenerlas impecables, pero si hoy 
se construye una casa, dentro de cinco años tiene un valor menor por el uso; este es el patrimonio de una 
cooperativa de vivienda. Frente a esto aparece la posición de distinguir -la ley dice amortización, pero en 
realidad no lo es, porque el socio no paga amortización sino que la paga la cooperativa- entre lo que se paga 
por concepto de capital e interés. Creo que este es un error conceptual porque quien pide el préstamo al 
Banco Hipotecario es la cooperativa, los socios no son mutuarios, no han pedido dinero prestado. El socio 
está obligado a realizar un aporte financiado, pero el socio no paga intereses por ese aporte. La que sí paga 
amortización e intereses al Banco Hipotecario es la cooperativa. Por lo tanto, discriminar capital e interés 
dentro del aporte del socio es un traslado totalmente erróneo. Además, aunque al valor de la participación 
social le restemos lo que la cooperativa pagó por concepto de interés, no soluciona el problema, simplemente 
lo disminuye. 


La solución para este problema es ponerle un tope al valor de tasación, no de la que hace una inmobiliaria, 
sino de la participación social, que podrá tomar referencias en técnicos de distinta índole, pero que en 
definitiva la tiene que aprobar la asamblea por un quórum que debe establecerse y que tiene que ser de cierta 
importancia -no demasiada porque si no, no sale- pero, por lo menos, tendría que ser una mayoría absoluta. 
La solución no pasa por trasladar un error en el sentido de decir que el socio está pagando intereses cuando la 
única que los paga es la cooperativa. En el Banco Hipotecario se puede consultar quiénes son los deudores. 
Esto que menciono se repite en distintos artículos refiriéndose a la discriminación entre amortización e 
interés y yo creo que es inaceptable. 


El artículo 141 se titula "Disolución" y reitera conceptos que ya están establecidos en la parte general. Dice: 
"Para las cooperativas de vivienda las causales de los numerales 1) y 3) del artículo 106 deberán resolverse 
en una asamblea extraordinaria convocada al efecto por una mayoría de 2/3 (dos tercios) de socios 
habilitados". Esta es exactamente la misma regulación que está en la parte general. Tiene un segundo 

inciso que no está en la parte general que dice: "En el caso no se aplicará el derecho de receso". El primer 
inciso no tiene sentido que esté porque aparece en la parte general, o sea que soy partidario de eliminarlo. El 
derecho de receso, en el caso de las cooperativas, no se puede eliminar porque no existe. Las cooperativas se 
rigen por el principio de puertas abiertas, o sea el de libre ingreso y egreso del socio. Establecer que un socio 
no tiene derecho de receso, que no puede renunciar a la cooperativa, es violentar uno de sus principios 


básicos. Pienso que el derecho de receso contradice la parte general. Por lo tanto, creo que este artículo 
debería ser eliminado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se dice que lo que establece este artículo está repetido, pero en realidad el 
artículo 141 dice: "Para las cooperativas de vivienda las causales de los numerales 1) y 3) del 
artículo 106 deben resolverse en una asamblea extraordinaria convocada al efecto por una mayoría de 
2/3 de socios habilitados". En el numeral 1) del artículo 106 dice que se necesitan dos tercios de votos 
presentes. No es lo mismo; establece un requisito mayor. 


SEÑOR MACHADO.- En los dos casos yo establecería dos tercios del total de socios habilitados 
porque es una decisión muy importante. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Coincidimos en que se establecen cosas diferentes y su opinión al respecto es 
que debería establecerse la obligatoriedad de una mayoría de dos tercios de socios habilitados en todos 
los casos. 


SEÑOR MACHADO.- Pido disculpas porque a veces a uno lo traiciona la convicción. Leí mal el 
artículo 106 o me hice la idea de que se precisaba esa mayoría calificada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, se puede estar de acuerdo con uno u otro criterio, lo que no 
queda claro es por qué en algunas cooperativas hay un nivel de exigencia mayor. 


SEÑOR MACHADO.- Lo entiendo a tal punto que ese mismo entendimiento me llevó al error. 


Con respecto al derecho de receso, sin duda que no tiene sentido porque no se puede privar a un socio de una 
cooperativa de retirarse cuando quiera. 


El artículo 144 tiene mal una referencia, pero ya entregué la versión correcta. 


El artículo 146 dice: "Las unidades cooperativas de usuarios solo atribuyen a los socios cooperadores, el 
derecho de uso y goce sobre las viviendas sin limitación de tiempo. Dicho derecho se trasmitirá a los 
herederos" -hasta aquí está bien-, después dice: "y aun podrá cederse por acto entre vivos, pero 
exclusivamente en los casos en que lo permite la presente ley”. 


Sobre esto último me quiero detener. El derecho de uso y goce no se puede nunca trasmitir por acto entre 
vivos; lo que sí se puede trasmitir es la participación social. Si una persona ingresa a una cooperativa de 
vivienda de usuario, por el hecho de ser socio adquiere el derecho de exigir a la cooperativa que se le 
adjudique una vivienda. La cooperativa cumple adjudicándole una vivienda. En la ley se menciona 
erróneamente la palabra contrato; en realidad, es un acto cooperativo. La diferencia entre contrato y acto 
cooperativo radica en que el contrato lleva a conciliar intereses contrapuestos, en cambio en el acto 
cooperativo no existen intereses contrapuestos; si bien tiene la misma función que el contrato, parte de 
intereses comunes tanto de la cooperativa como del socio. Entonces, la cooperativa cumple y adjudica una 
vivienda y se establece un contrato de uso y goce que no es más que un acto de cumplimiento por parte de la 
cooperativa para con el socio de una obligación que ya tiene asumida desde antes; simplemente se registra en 
un documento el cumplimiento de parte de la cooperativa de ese derecho y el socio puede demostrar que 
tiene derecho a usufructuar esa casa porque le fue adjudicada. Esto no implica que el socio adquiera nuevos 
derechos. Además, si el socio cede su derecho de uso y goce y no la participación social, quien adquiera 
dicho derecho no podrá utilizarlo porque para ser titular se debe ser socio. No se puede ser titular del derecho 
de uso y goce sin ser socio. No se puede ser titular del derecho de uso y goce sin ser socio. Por eso creo que 
hay que eliminar esa parte, que repite textualmente la vieja ley, que ya estaba mal. El derecho de uso y goce 
no se puede ceder en ningún caso. Inclusive, en la vieja ley buscamos los artículos siguientes que lo 
permitían, pero nunca se encontró. 


SEÑOR PATRONE.- Aunque esto se elimine, ¿ello no implica que no pueda realizarse esa cesión? 


SEÑOR MACHADO.- La cesión, tal como está en la ley o aun si no está, no se puede realizar. Yo puedo 
hacer negocios ineficaces, pero cuando se hacen negocios se buscan efectos. Acá el efecto es imposible 
porque si adquiero un derecho de uso y goce, como no soy socio de una cooperativa no lo puedo ejercer. 
Inclusive, en las cooperativas de propietarios lo que se transmite es la participación social. 


En las cooperativas de usuarios se puede ceder la participación social en la medida en que el Consejo 
Directivo lo apruebe y luego de ser titular de esa participación social, el Consejo Directivo, en cumplimiento 
con el nuevo socio, le otorgará el uso y goce de la vivienda, que puede ser la misma u otra. No hay que 
descuidar que en las cooperativas de vivienda -voy a hacer una aclaración porque no sé si alguno de ustedes 
ha vivido en una cooperativa de vivienda- se da lo que denominamos cambio interno, que es una lista que da 
prioridad, por ejemplo, a aquella familia que aumentó su número de integrantes y así puede cambiar su 
vivienda por una más grande. Por eso muchas veces paramos al que viene de afuera diciéndole que el que era 
socio está primero y si quiere entrar, ocupará una vivienda más pequeña. Esto también se aplica para la 
cesión y se contempla dentro de las condiciones que mencioné. La cooperativa puede aceptar, pero diciendo 
que no se va a adjudicar la misma vivienda, sino otra porque se va a respetar el cambio interno. 


El artículo 147 se refiere a las cooperativas de propietarios. Se hace una mención a los artículos 160 y 161 
que es incorrecta; debió referirse al artículo 164 del proyecto. Este es un aspecto menor, pero sí me permito 
sugerir que no solo se pueda adjudicar la propiedad horizontal sino que se admita otro tipo de 
fraccionamientos. Estoy pensando precisamente en la propiedad horizontal de las urbanizaciones de 
propiedad horizontal porque en ellas ya es propiedad horizontal solo el terreno. Habría que determinar que es 
admisible, pero en la medida en que la cooperativa ya haya construido la vivienda en el terreno. 


Hay otro tema que me preocupa y quiero plantear. Tengo en la memoria un caso del departamento de 
Maldonado en que la Intendencia fraccionó la cooperativa en régimen de propiedad común y esa cooperativa 
tuvo que iniciar un trámite de disolución porque no cumplía con lo que pide la norma que, es que la vivienda 
adjudicada esté en régimen de propiedad horizontal. Esa cooperativa hizo casitas, luego realizó el trámite 
ante la Intendencia, fraccionó en solares en régimen de propiedad común y pretendía adjudicar a los socios 
una de esas casitas bajo ese régimen. Lamentablemente, fue imposible porque la ley prevé únicamente la 
propiedad horizontal. Pongo este ejemplo por lo menos para que tengan en cuenta esta situación y lo 
consideren. 


El artículo 152 hace referencia al contrato de uso y goce. Estoy de acuerdo con que se siga haciendo este 
contrato, aunque no sé si será tan necesario que se inscriba. Prefiero que en vez de esta inscripción se inscriba 
el contrato de ingreso a la cooperativa, que es el que tiene relevancia. Está bien que se haga el contrato de uso 
y goce, pero su inscripción no ha tenido mayor utilidad; es un costo adicional, hoy los timbres cuestan $ 800 
y no olvidemos que no son millonarios los que viven en las cooperativas. Creo que esa inscripción no tiene 
mayor sentido, sin perjuicio de que puede haber una copia en la cooperativa, otra en poder del socio y una 
tercera para el escribano que intervenga, que se hará responsable de guardarla por si las otras se pierden. Esto 
solucionaría el problema. Lo que sí es grave es no poder probar cuándo ingresó el socio a la cooperativa, 
porque trae consecuencias graves y juicios. El resto del artículo es correcto. 


El artículo 153 prohíbe el arrendamiento y la cesión, con la excepción de lo que disponen los artículos 
siguientes. Parecería que se puede ceder el derecho de uso y goce. La ley confunde participación social y 
derecho de uso y goce, como si fueran la misma cosa y no lo son. Esto es algo que tiene que quedar claro. El 
segundo inciso establece: "Si el usuario no destinara la vivienda adjudicada para residencia propia y de sus 
familiares, será causa bastante para la rescisión del contrato de uso y goce". Yo creo que tiene que ser causa 
bastante para la rescisión del contrato de sociedad, o sea para la exclusión del socio. Obviamente, una vez 
que el socio fue excluido automáticamente pierde el derecho de uso y goce, porque para ser titular de este 
derecho necesariamente tiene que ser socio de la cooperativa. 


Voy a explicar por qué no puedo cambiar las cosas. Si le saco el derecho de uso y goce y lo dejo seguir 
siendo socio, como tal él mantiene el derecho de exigir a la cooperativa que le adjudique una vivienda. 
Entonces, le adjudico una vivienda, después se la saco y me pide otra, y así entramos en un proceso sin fin. 
Esto es como otras cosas que pasan en este país; cuando se disuelve una sociedad comercial, para expedir los 
certificados la DGI pide que se resuelva antes, pero para su resolución el Registro de Comercio pide que se 
obtengan los certificados de DGI. Los uruguayos somos así: motivamos el ingenio popular. 


Teniendo en cuenta lo que he expresado en vez de decir: "será causa bastante para la rescisión del contrato de 
uso y goce" tendría que decir: "será causa bastante para la pérdida de la calidad de socio" o: " será causa 
bastante para la exclusión de la cooperativa". 


El artículo 154 sobre el derecho de uso sigue manteniendo el mismo error. Obviamente, el derecho de uso va 
a terminar cuando termine la calidad de socio. Y en sí lo dice cuando establece el retiro voluntario del socio, 
su expulsión y la disolución de la sociedad. Son todas situaciones que implican el fin de la calidad de socio, 
es decir que el artículo no es incoherente. Pero luego se hace referencia a la renuncia, anulación o conclusión 
por otra causa de los derechos de los usuarios -yo diría socios en lugar de usuarios. Los mismos deberán 
desocupar la vivienda dentro de los noventa días de ocurrido el hecho; es un plazo para desocupar la vivienda 
de buena fe. 


El último inciso hace referencia al plazo que se incorporó recientemente a la normativa nacional, a la 
modificación por medio de la cual la cooperativa cuenta con un plazo más largo para restituirle el valor de la 
participación social al socio. Esto se dio por el mismo problema que veníamos planteando desde hoy, que las 
cooperativas tenían viviendas vacías porque las habían tenido que reintegrar al socio que se fue y hoy el socio 
que venía tenía que pagar la misma cantidad, cuando de repente, con esa cantidad, iba a comprar una 
vivienda en el mercado. Hubo casos en que ese dinero daba para comprarse un apartamento en Pocitos. 
Obviamente, la gente no ingresaba y las viviendas se acumulaban vacías. El tema viene por ahí. 


Con respecto a esta última parte, yo estuve de acuerdo cuando se hizo, se me planteó y lo compartí porque 
era una necesidad del momento, pero no sé hasta dónde tiene que quedar como una norma permanente, 
porque en la medida en que las cooperativas subsanen el problema económico y cuenten con un respaldo no 
la necesitan, aunque si queda tampoco es demasiado grave, ya que me consta -trabajo para muchas 
cooperativas- que la solidaridad existe realmente y que en cuanto está la plata, más allá de que exista el 
plazo, las cooperativas reintegran a los socios, inclusive a aquellos que no se fueron en buenos términos; o 
sea que no me preocupa demasiado. Cuando se hizo lo vi como un artículo transitorio hasta que pasara el 
tema coyuntural. 


Creo que el artículo 157, que habla de exclusión del socio, significa un progreso importante, porque había 
mucho problema con respecto a saber cuándo teníamos que dar el desalojo y cuándo pedir la rescisión del 
contrato. A veces, hecho el desalojo, había Jueces que nos pedían que hubiera una exclusión previa -que para 
mí era correcto- por parte de la cooperativa para luego ir al desalojo. Este artículo prevé al final que 
amparada la pretensión procesal se entenderá al socio como excluido, o sea que le da efecto a la decisión del 
Juez sustituyendo lo que hasta hoy es labor de la asamblea resolver, por lo menos en segunda instancia, 
porque pueden excluir al Consejo Directivo pero tienen derecho de apelar ante la asamblea. 


Yo pedía una aclaración con respecto al literal b) porque el tema no es el plazo del desalojo, ya que si es 
rescisión es juicio ordinario -eso cambió desde la Ley N* 14.219 - y hecho el juicio ordinario, si el Juez 
decreta la rescisión, se va directamente a la vía del lanzamiento. Me inquietaba el plazo porque en el tema del 
lanzamiento tenemos prórrogas de hasta sesenta y noventa días, pero les pido que eliminen esa duda porque 
debe ser la de noventa días que es la que específicamente refiere a casos de rescisión. Más allá de que 
hubiese redactado este artículo en forma más técnica, no lo tocaría porque me parece que da una solución 
práctica a un problema que nos acompañó durante casi cuarenta años. 


Vuelvo a las cooperativas de propietarios, porque estoy siguiendo el orden del articulado. El artículo 163 
habla de la retención de la propiedad por parte de las cooperativas de propietarios, a las que nosotros 
llamamos de entrega diferida, que son las que trasmiten la propiedad recién después de que se termina de 
amortizar el préstamo. No tengo nada en contra de que se mantengan, existieron hasta hoy, no dieron 
problema ninguno y tienen la facultad de que quienes constituyen la cooperativa pueden optar por un sistema 
o por el otro. En una referencia que se hace en este artículo hay un error. Dice que es mientras se mantengan 
en su calidad de usuarios -en todas las cooperativas se aplica esto-, o sea, mientras no se adjudique en 
propiedad la vivienda. La referencia tendría que ser con relación a que se regularán por aquellas normas que 
rigen a las cooperativas de usuarios, y la excepción que plantea, que hace mención al inciso segundo del 
artículo 158 de la presente ley, debe decir "artículo 161". Este artículo hace que la exoneración de impuestos 
que se aplica a determinadas categorías de cooperativas de usuarios no se extienda a aquellas cooperativas de 
propietarios, por más que estén en el momento rigiéndose por las normas de las cooperativas de usuarios, o 


sea que hay que corregir el tema. Lo que se aplica es el último inciso del artículo 161 que dice lo mismo que 
la vieja ley, que también los excluía de ese beneficio tributario. 


No comparto que las novaciones se tengan que hacer todas simultáneamente. Es imposible poner de acuerdo 
a todos los socios para que hagan las novaciones el mismo día; eso va a devenir en que no se hagan nunca y 
no le va a caer bien al Banco Hipotecario del Uruguay, porque ellos quieren novar lo antes posible. Creo que 
esa exigencia no tiene sentido, se puede recomendar, puede ser conveniente. Si la cooperativa se pone de 
acuerdo hay que permitírselo, pero si un socio se encapricha en que no quiere, los otros no podrían novar, 
sería una locura y además, serviría para que algunos colegas de grandes estudios se hicieran cargo de todas 
esas novaciones -eso lo digo como gremialista de mi gremio, de escribanos- y dejaran a los escribanos de 
escritorios chicos sin trabajo. Esto no tiene nada que ver con esta ley pero es un tema de libre competencia 
que debemos resolver. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el informe que nos acerca dice: "Se padeció error al trasladar el artículo 
de la ley vigente (fuente artículo 161 de la ley 13.728)". Este tema de las novaciones, en conjunto... 


SEÑOR MACHADO.- El tema de las novaciones no estaba, se incorpora en el proyecto. Hoy por hoy 
se hacen de a una y cuando el socio quiere. No tengo impedimento en que les pongan plazo o alguna 
cosa, pero no deben hacerse juntas porque no podemos hacer depender a un colectivo de una persona 
sola que esté caprichosa, o que no lo esté pero tenga una causa de fuerza mayor, inclusive falta de 
dinero para pagar los costos en el banco o de escrituración. 


En cuanto al artículo 164 -que nos ha dado ciertos problemas-, originariamente prohibía por el término de 
diez años y ahora sacaron ese plazo y la situación se puso peor. Recuerdo que eso figuraba en el artículo 154 
del TOLVL que era un texto ordenado elaborado por el Ministerio de Vivienda en la Ley N* 13.728; 
inclusive, en alguna ley ustedes han hecho referencia al TOLVI. 


El artículo dice que si se vende sin pedir previa autorización del organismo financiador -que hasta el día de 
hoy es el Banco Hipotecario del Uruguay, pero como bien decían ustedes, puede ser otro- la escritura será 
nula. Esta nulidad es absoluta, por lo tanto insubsanable. 


En una oportunidad, ciertos colegas del Banco Hipotecario del Uruguay me hicieron una consulta, porque 
tenían un montón de carpetas que habían entrado para novar y no lo podían hacer, porque quienes solicitaban 
la novación no eran propietarios, ya que su escritura era nula. Entonces, querían saber si podían dar la 
autorización, porque el Banco estaba dispuesto a hacerlo, pero simplemente la gente no la había solicitado. 
Yo hice una consulta por mi parte, tanto en la Comisión de Derecho Cooperativo como en la que entiende en 
materia civil -yo integro ambas- para ver si encontrábamos alguna solución. En esa oportunidad, pensé en 
algo que a veces pasa en el propio Código Civil, cuando aparece la expresión "nulo" y en realidad refiere a 
eficacia. Por ejemplo, dice que será nula la actuación sin poder y después establece que se puede ratificar, por 
lo cual no es nula, sino ineficaz; recuérdese que lo nulo no se puede ratificar. Entonces, discutimos este 
asunto en estas dos Comisiones de la AFEU y no se llegó a un acuerdo. Se entendió que había nulidad y que la 
única solución posible era un nuevo otorgamiento. Ahora bien, en un gran número eso no era posible, porque 
los vendedores habían fallecido, se habían divorciado y estaban en malos términos, etcétera. 


No tengo certeza, pero parecería que el Banco Hipotecario del Uruguay igualmente llevó adelante esta 
posición que yo no comparto. Por lo tanto, se han hecho novaciones con el Banco, en el entendido de que se 
trataba de un tema de eficacia y no de nulidad. 


En definitiva, yo entiendo que hay que establecer una sanción en la medida en que tenemos una prohibición, 
pero creo que no debe ser tan fuerte. Alcanza con decir que será ineficaz, porque la ineficacia hace que uno 
no sea dueño: directamente no compró. El contrato es válido, pero al ser ineficaz, no nacen las obligaciones y 
no habiéndolas, no hay tradición que cumplir, por tanto, la tradición se hizo sin título y no se transfirió la 
propiedad. 


Se podrá decir que es lo mismo, pero no es así, porque un contrato ineficaz puede ser ratificado 
posteriormente. Entonces, en este caso el banco sí podría dar la autorización y esa venta que en su momento 
fue ineficaz, se transformaría en eficaz a partir de entonces. Esa eficacia tendría vigencia a partir del 


momento que el banco da la autorización. Si al vendedor le cayó algún embargo en el ínterin, ese embargo 
afecta al bien, porque las ratificaciones tienen efecto desde el día en que se hacen y hacia adelante. 


Con respecto a los institutos de asistencia técnica, siempre he tenido alguna complicación porque pagan 
justos por pecadores. Hay muy buenos institutos de este tipo y otros que no lo son tanto. Yo creo que la 
regulación que contiene el proyecto no es mala, pero sería partidario de permitir que cada cooperativa forme 
su propio instituto de asistencia técnica, que contratara su arquitecto, su agrimensor, su escribano, su 
abogado, su contador para que luego ellos, trabajando en equipo, realicen esa misma función. De ese modo, 
la cooperativa elige a quiénes quiere como asesores. 


SEÑOR PATRONE.- Quisiera preguntar si es necesario que en un régimen jurídico general de las 
sociedades cooperativas se incluya la Sección VI. Aparentemente no tendría que figurar, porque hace 
referencia a los institutos de asistencia técnica. 


SEÑOR MACHADO.- Las leyes anteriores preveían que preceptivamente interviniera un instituto de 
asistencia técnica. Eso es útil, porque este instituto tiene asistentes sociales, arquitectos, o sea todos 
aquellos profesionales que aportan su formación, porque muchas veces la gente que va a integrar una 
cooperativa no tiene idea de cómo se debe hacer. 


Por eso, yo no hablo de suprimir esto, pero sí de brindar la opción. Además, existiendo cooperativas matrices, 
la función del instituto de asistencia técnica podría quedar en manos de la propia cooperativa. 


Yo creo que un instituto de asistencia técnica tendría que tener forma de persona jurídica cooperativa; hoy 
por hoy puede ser una S.R.L o cualquier tipo de sociedad. 


SEÑOR PATRONE.-- Voy a insistir en la pregunta, porque quizás se malinterpretó. 


Yo no estoy oponiéndome a la existencia de los institutos de asistencia técnica. Inclusive, pienso que podrían 
no ser exclusivos de las cooperativas de vivienda, sino que podría haber otras modalidades de cooperativismo 
que también requirieran la actuación de estos institutos para colaborar en su desarrollo. 


La pregunta iba dirigida a por qué eso estaba incluido solo en este rubro. Me pregunto si esto no tendría que 
estar en la parte general en vez de en este capítulo. 


SEÑOR MACHADO.- Comparto la idea de que otro tipo de cooperativas puedan necesitar un instituto 
de asistencia técnica. Eso sería muy importante, por ejemplo, en las cooperativas de producción y 
trabajo asociado. Inclusive, hay experiencias en tal sentido. Yo he dado cursos para personas que se 
proponen hacer una cooperativa de trabajadores, porque esto no es lo mismo que constituir una 
Sociedad Anónima; hay toda una educación, un sentimiento cooperativo que no es fácil trasmitir, 
máxime que estamos enfrentando una sociedad que tiene otros criterios. Entonces, llevarla hacia el 
ideario cooperativista es muy difícil. Por ese lado, sería necesario contar con un instituto de asistencia 
técnica. 


A su vez, hay temas contables de toda índole, de asesoramiento técnico, donde también sería necesario. Hoy 
se hace con técnicos independientes. Yo no tengo inconvenientes y hasta me parecería bueno que pudiera 
existir; habría que reformular las normas para que quedaran en la parte general, porque estas están pensadas 
para las cooperativas de vivienda. 


SEÑOR PATRONE.- Esta inquietud surge porque en algún momento se ha manifestado que el tema de 
la promoción era muy importante. En esta ley no está muy desarrollado el tema de cómo promover las 
cooperativas; más bien se trata de vincular la promoción y la asistencia técnica, que tienen mucho en 
común. Mi inquietud iba en ese sentido. 


SEÑOR MACHADO.- Esta ley, de promoción no tiene prácticamente nada. Eso tiene que ser motivo 
de otra legislación. Se trata de un tema muy complejo por lo que, en lo personal, prefiero que salga esta 
ley lo mejor posible -para contar con un marco cooperativo que nos permita un mayor desarrollo-, 


para luego sí promover la actividad desde todo punto de vista, desde el económico hasta el educativo. Si 
bien las cooperativas tienen la obligación de educar, en los hechos esto muchas veces no se cumple. A 
veces en las comisiones de fomento, que tienen como función educar, están preocupados por la pelota o 
por la red de la cancha de voleibol. La función de la comisión de fomento es educar sobre la filosofía y 
sobre lo que es sentirse cooperativista. Está bien que se reúnan para practicar un deporte, que hace a 
la unión de las personas, pero tiene que seguirse adelante con la formación. 


Otro tema que está fuera del articulado pero que quiero referir porque me parece que es importante y que 
habría que agregar, es qué pasa con aquellas personas que viven en concubinato, que están casadas bajo el 
régimen de separación de bienes o que comparten el hogar sin importar la relación. Hay que tener en cuenta 
que el socio de la cooperativa es uno solo, que cada participación social puede tener un único titular. La ley 
prevé que en caso de fallecimiento, los herederos, si deciden continuar en el uso y goce de la vivienda, 
nombrarán a uno de ellos para que, en representación de todos, asuma la calidad de socio. Ese no es el socio 
sino que, representando a todos, ejerce los derechos políticos dentro de la cooperativa. Esto no se da al 
momento del ingreso, sino como excepción cuando fallece el socio o cuando se disuelve el matrimonio. 


Esto me preocupa porque en una pareja de hecho, normalmente trabajan y contribuyen los dos, pero tienen 
que elegir y poner a uno de ellos como titular. Pero si hoy o mañana esta pareja se separa, el que no es socio 
no tiene derecho a nada. Pudimos solucionar algún caso haciendo un juicio de enriquecimiento sin causa, que 
no es de fácil prueba. Entiendo que la ley debería permitir que la participación social perteneciera a más de 
una persona, siempre y cuando todas sean integrantes del núcleo familiar, sin perjuicio que de común acuerdo 
deban designar a un socio para ejercer los derechos políticos. Sería una locura que a la asamblea fueran dos o 
tres con un solo voto. Podría votarse por fracciones, pero por mi experiencia -que tengo unos cuantos cientos 
de asambleas en mi haber-, creo que sería una locura. Las asambleas ya son una locura, y si agregamos que 
uno tiene medio voto y el otro un cuarto de voto, nos volveríamos locos. Este tema es muy importante porque 
se han dado situaciones de injusticia social. Inclusive, hay parejas de personas de un mismo sexo y tenemos 
que respetar su derecho. Se aplica a muchas situaciones. 


De modo que habría que establecer una regulación de carácter general para que la participación social pueda 
pertenecer a más de una persona, sin perjuicio de la obligación de nombrar a una para ejercer los derechos 
políticos en la asamblea. 


El numeral 3) del artículo 197 que crea el Registro, refiere a actos que alteren o modifiquen y tendría que 
considerar también los actos que extingan. Yo agregaría como acto inscribible el contrato o constancia de 
ingreso del socio a la cooperativa -por un tema de prolijidad. Si deciden no inscribirlo, habría que eliminar al 
contrato de uso y goce. 


Las escribanas Magalí Mauad Seba y Patricia Ramela están realizando un trabajo con respecto a cooperativas 
de producción y si les parece oportuno, se lo podemos hacer llegar. 


Nos interesa mucho este proyecto de ley y, en la medida de nuestras posibilidades, queremos colaborar. 
Estamos dispuestos a concurrir todas las veces que nos convoquen, si consideran necesario alguna aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de la Asociación de Escribanos del 
Uruguay. Muy probablemente los volvamos a convocar una vez que la Comisión comience a analizar el 
articulado. Desde ya, nos interesa contar con el material al que hacen referencia. 


SEÑORA BALDOVINO.- En nombre de la Asociación de Escribanos del Uruguay, los agradecidos 
somos nosotros por dejarnos participar en esto. Estamos a las órdenes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


